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			Disposición y norma:
una distinción revolucionaria


			Pierluigi Chiassoni


			“Scire leges non est verba earum tenere,
sed vim ac potestatem”


			Los ensayos escogidos en la presente recopilación dibujan una breve, pero sugerente, historia de un rincón estratégico en el laberinto de la metafísica del Derecho: la distinción entre disposición y norma, desde su origen, en la jurisprudencia constitucional y la doctrina jurídica italiana más avezada (representada por Tullio Ascarelli, Luigi Montesano y Vezio Crisafulli, con las dudas “retrasistas” de Francesco Carnelutti), hasta su consagración en la teoría general analítica del Derecho, por Giovanni Tarello y Riccardo Guastini.


			El origen de la distinción pertenece al mundo de la praxis. La Constitución de la República italiana de 1 de enero de 1948, rígida y garantizada por un control jurisdiccional sobre “las leyes y actos, con fuerza de ley, del Estado y de las Regiones” centrado en una Corte constitucional (art. 134), prescribe que “cuando la Corte declara la ilegitimidad constitucional de una norma de ley o de acto con fuerza de ley, la norma cesa de tener eficacia desde el día siguiente a la publicación de la decisión” (art. 136, apartado primero).


			Cuando, en el año 1956, la Corte constitucional empezó finalmente a funcionar, después de un retraso de casi diez años, debido a las sospechas de los medios políticos y de la cultura jurídica tradicional respecto de la judicial review, uno de los primeros problemas que tuvo que resolver fue precisamente el de la identificación del objeto del juicio de constitucionalidad. La Constitución habla —como vimos— en términos de “leyes”, “actos con fuerza de ley”, “normas de ley”, “normas de actos con fuerza de ley”. Pero, ¿cuál es la “norma” que, una vez declarada ilegítima, deja de tener eficacia? ¿Coincide esta “norma” con una determinada “ley” o un artículo de una ley, es decir, con un determinado texto oficial; o más bien se trata de algo diferente y, en este último caso, de qué algo diferente?


			La Corte juzgó que objetos de sus juicios no fuesen sin más los textos de las leyes y actos con fuerza de ley, sino las normas expresadas por dichos textos. Con esto, se introdujo una separación estructural entre textos y normas, que fue estimada provechosa bajo un doble perfil práctico: por un lado, permitiendo declarar la ilegitimidad de una norma de ley, sin declarar necesariamente, y al mismo tiempo, la ilegitimidad del texto de ley correspondiente, en respeto al principio de conservación; por otro, favoreciendo la praxis de la llamada interpretación adecuadora, esto es, la que adecua el sentido de un texto normativo infraconstitucional a las normas constitucionales, de manera tal que se hacen desaparecer los conflictos entre constitución y leyes ordinarias, por lo menos según una tendencia interpretativa de principio1.


			El ensayo de Tullio Ascarelli Giurisprudenza costituzionale e teoria dell’interpretazion —el primero, cronológicamente, de la serie— pone de relieve tal separación, afirmando con una claridad cristalina: 1) que “objeto de la interpretación no es una ‘norma’, sino un texto (o bien una conducta); 2) que cualquier norma se formula a partir de la interpretación de un texto (o bien de una conducta), es decir, a partir de un dato que pertenece estructuralmente (“necesariamente”) al pasado; 3) que cualquier norma es a su vez un texto: “una vez expresada” por medio de una determinada formulación, ella “vuelve necesariamente a ser texto”; 4) que cualquier texto de ley es equívoco desde el punto de vista de su aplicación futura: no ya por factores lingüísticos, sino por la fatal tensión entre la historicidad del texto y la actualidad de su utilización; 5) que las normas tienen un sentido determinado solo frente a los casos para los cuales fueron formuladas. Tienen un sentido determinado, podríamos decir, solo de una manera ostentosa, esto es, en relación a un conjunto de hechos determinados que se indican contextualmente; 6) que, no obstante la arraigada “rétorica” de jueces y juristas, la interpretación no consiste en el pasivo descubrimiento de normas que existen ya formadas antes de ella, sino que comporta necesariamente “elecciones”, aunque no arbitrarias, por parte de los intérpretes, de modo que la norma se produce a partir de tales elecciones: 


			“La norma —dice Ascarelli— no está encerrada en el texto de tal forma que se pueda descubrir y la interpretación no es ‘el reflejo’ de lo que está encerrado en el texto. El texto es, si queremos decirlo así, una semilla para una formulación —constantemente renovada y transitoria— de la norma, efectuada por el intérprete para cada aplicación”2.


			Ascarelli, como sabemos, no era solo un jurista, uno de los más destacados en la doctrina italiana del siglo XX, sino también un estudioso de la historia del pensamiento jurídico y un teórico del Derecho y de la interpretación3. Por eso, su escrito se mueve en la doble dimensión de la teoría del Derecho y de las consideraciones dogmáticas de iure condito.


			Lo mismo no ocurre en el ensayo siguiente, que, en cambio, se coloca enteramente en el plano doctrinal. El artículo de Luigi Montesano, Norma e formula legislativa nel giudizio costituzionale, está dedicado, pues, al problema —de dogmática e interpretación constitucional— de la correcta determinación de la tarea de la Corte constitucional frente a las fórmulas legislativas que admiten interpretaciones contrarias a la Constitución, llegando a proponer su inexorable invalidez, contra la postura de la Corte y de la parte mayoritaria de la doctrina constitucionalista del tiempo, y asumiendo así, a la luz del debate actual, una posición de constitucionalismo riguroso en lo que concierne a la judicial review4.


			La voz Disposizione (e norma) de Vezio Crisafulli proporciona un análisis muy fino y articulado de la problemática disposición-norma (o “texto-norma”), que se sitúa entre la alta dogmática y la teoría general. Después de haber considerado la variedad de posiciones en juego, Crisafulli defiende un conjunto de tesis que pueden resumirse así: 1) “disposicion” y “norma” son términos utilizados por los juristas ya sea como sinónimos, ya sea como dotados de sentidos diferentes; 2) en vía de estipulación (“convencional”), parece preferible distinguir entre disposiciones y normas; 3) en términos genéricos, las disposiciones son las formulaciones, al interior de los actos normativos (leyes, decretos legislativos, etc.), que preceden y condicionan las normas, adoptando la posición de declaraciones vinculantes e insustituibles, y en este sentido constitutivas, de las normas mismas; 4) en términos más específicos, las disposiciones son proposiciones lingüísticas o conjuntos de proposiciones lingüísticas, al interior de los artículos de una ley u de otro texto normativo; 5) la identificación de las disposiciones es una operación interpretativa, con la cual se “construye” la disposición a partir de un conjunto de artículos, sobre la base de una noción de disposición previamente adoptada; 6) la disposición, una vez identificada, es “el punto de partida del proceso interpretativo dirigido a construir la norma”; y 7) la relación disposición/norma no es de correspondencia biunívoca, tal y como se sugiere mediante el “postulado de la norma ‘verdadera’”. Primero, hay disposiciones “complejas”, que contienen proposiciones “inescindibles” de las cuales pueden derivarse dos o más normas “escindibles” conjuntamente. Segundo, hay disposiciones equívocas, que expresan “normas hipotéticas”, es decir, dos o más normas alternativamente. Tercero, cabe distinguir la “disposición-norma” de la “norma-ordenamiento”. La disposición-norma es el significado “originario” y literal de una disposición, identificado a través de una interpretación centrada sobre la disposición aisladamente considerada. La norma-ordenamiento o norma “vivente” es, en cambio, el significado “actual” de la disposición, a la luz del “entero sistema normativo, en su abstracta objetividad” y también, “en cierta medida”, “en la efectividad de su concreta realización”5.


			Il “problema” dell’interpretazione: una formulazione ambigua de Giovanni Tarello representa uno de los primeros escritos en el cual la distinción texto-norma es considerada capital por un teórico del Derecho. Con ello, Tarello retoma y desarrolla algunas ideas expresadas en un escrito del año precedente, Osservazioni sulla individuazione dei precetti. La semantica del neustico, que, sea dicho de paso, están en la misma línea de las de Ascarelli y Crisafulli: 1) las “normas” no tienen significados, sino que son significados; los significados de enunciados normativos; 2) objetos de interpretación no son, por lo tanto, las normas, como los juristas afirman a menudo, sino los enunciados normativos que encontramos en documentos legislativos, decretos, etc.; 3) las normas no son preconstituidas a la interpretación, no están allí a la espera de ser descubiertas por los intérpretes, sino que son los productos de la interpretación: son, en este sentido, interpretaciones-producto; y 4) no hay correspondencia biunívoca entre normas y enunciados nornativos, ya sea por factores lingüísticos (vaguedad de los conceptos, ambigüedad de los términos y enunciados), ya sea por factores pragmáticos, que afectan a la interpretación a través de construcciones conceptuales, teorías dogmáticas de las instituciones jurídicos y consideraciones sistemáticas6.


			Riccardo Guastini, en fin —en Disposizione vs. norma y otros ensayos—, consolida la distinción texto-norma (enunciado normativo-norma, enunciado normativo-precepto), en los términos, más familiares para los juristas, de “disposición” vs. “norma”. Esta propuesta terminológica —y, por supuesto, de redefinición conceptual— se acompaña a otras ideas que merecen ser brevemente evocadas: 1) parece útil distinguir entre la interpretación-proceso mental, por un lado, y la interpretación-discurso, por otro; 2) el núcleo de la interpretación-discurso consiste en enunciados interpretativos; esto es, en enunciados cuya forma más simple es “D” significa “N”, donde “D” es un enunciado del discurso de las fuentes de un derecho positivo determinado y “N” es la norma que representa el significado de “D”. “N” es a su vez un enunciado (enunciado-interpretante) y, de forma más precisa, un enunciado del discurso del intérprete, de manera que la interpretación es una operación del mismo tipo de la traducción. Es —podríamos añadir— un caso de traducción no ya interlingüística, sino intralingüística; 3) objeto de interpretación son las disposiciones, no las normas, las normas son productos de la interpretación, son “variables dependientes de la interpretación”; 4) La distinción entre disposición y norma, así entendida, “reproduce” la distinción entre discurso de las fuentes y discurso de los juristas-intérpretes, poniendo de relieve cómo “el Derecho” es en efecto un fenómeno lingüístico complejo (y, podríamos decir, de cooperación necesaria), que vive en la combinación de estos dos tipos fundamentales de discursos (incluyendo el discurso judicial en el discurso de los intérpretes); 5) la distinción entre disposición y norma, así entendida, es sin embargo casi del todo desconocida por los juristas; 6) no hay correspondencia biunívoca entre disposiciones y normas, y esto ya sea por factores lingüísticos (ambigüedad y vaguedad), ya sea por la multiplicidad de los métodos interpretativos, ya sea por las construcciones de la dogmática jurídica y las ideologías sobre la justicia de los intérpretes; 7) la idea —falsa— de la correspondencia biunívoca entre disposición y norma radica en una “doctrina normativista” del Derecho (cada derecho positivo es un sistema de normas) y en una “doctrina formalista” de la interpretación (la interpretación es conocimiento de las normas verdaderas de cada derecho positivo); y 8) la distinción entre disposición y norma permite destacar tres ingredientes fundamentales en cada derecho positivo; primero, las disposiciones; segundo, las normas explícitas, que son los significados de las disposiciones; tercero, las normas implícitas, inexpresas, o normas sin disposición, que son el producto no ya de la interpretación, sino de operaciones de integración del Derecho7.


			En un cierto sentido, la distinción texto-norma (“enunciado-precepto”, “disposición-norma”) es un topi en la historia de la cultura jurídica occidental. Sin embargo, por lo menos en lo que concierne a la cultura jurídica italiana, fue solo con la llegada del Estado constitucional y de la judicial review cuando, por razones prácticas, fue percibida como el eje de una teoría de la interpretación que encontró en ella la clave para una crítica irrefutable del formalismo interpretativo: la teoría oficial de los juristas de los siglos XIX y XX, evocada por Crisafulli en su prudente referencia al postulado de la norma verdadera. 


			El impacto de la distinción disposición/norma, sin embargo, no se limita a la teoría de la interpretación —donde, por supuesto, su efecto de desmitificar resulta sobresaliente. Como Tarello y Guastini sugieren, la distinción afecta a la propia manera de concebir la teoría del Derecho, favoreciendo un cambio de paradigma. En los años sesenta, la teoría del Derecho dominante era una teoría normativista, que identificaba “la norma” como la pieza elemental —y, podríamos decir, como el átomo— de cualquier ordenamiento o sistema jurídico. Desde tal enfoque, todos los problemas de la teoría del Derecho eran concebidos, entonces, como problemas de la validez, de la unidad, de la coherencia y de la plenitud de conjuntos de normas jurídicas —dejando fuera, o empujando al margen, hacia las “tierras bajas” de la aplicación, el fenómeno de la interpretación. La distinción texto-norma (enunciado normativo-norma, disposición-norma) revoluciona este arraigado modo de pensar. La interpretación deviene el centro de la experiencia jurídica: la teoría de la legislación, de la jurisdicción, de la doctrina jurídica y de los conceptos generales como los de Derecho, norma, validez, laguna, antinomia y ordenamiento tienen que ser o bien una teoría interpretation-dependent, o bien una teoría declaradamente salva interpretatione8. Tertium non datur.


			


			

				

					1	Por ejemplo, en el dispositivo de la sentencia de la Corte constitucional, N.º 3, del 23 de junio de 1956, se lee: “salva la revisione del testo dell’art. 57, n. 1 Cod. Pen., al fine di renderlo anche formalmente più adeguato alla norma costituzionale”; es decir, a los efectos de que exprese ya literalmente una norma de ley constitucionalmente adecuada. Cabe observar no obstante que, en un pasaje precedente, la Corte sigue hablando, según su costumbre, en términos de “interpretación de normas”, aun si con una clara percepción de la complejidad del fenómeno interpretativo: “La Corte, pur ritenendo di potere e di dovere interpretare con autonomia di giudizio e di orientamenti e la norma costituzionale che si assume violata e la norma ordinaria che si accusi di violazione, non può non tenere il debito conto di una costante interpretazione giurisprudenziale che conferisce al precetto legislativo il suo effettivo valore nella vita giuridica, se é vero, come é vero, che le norme sono non quali appaiono proposte in astratto, ma quali sono applicate nella quotidiana opera del giudice, intesa a renderle concrete ed efficaci”.


				


				

					2	Ascarelli, T., “Jurisprudencia constitucional y teoría de la interpretación”, en Rivista di diritto processuale, XII, 1957, pp. 351-363, §§ 2-5, texto y notas (hay edición castellana en este mismo volumen) En la Postilla publicada a continuación, Carnelutti se opone, afirmando que “la interpretación no es (...) transformación del texto en norma, sino adaptación, o, mejor dicho, desarrollo, de la norma a fin de hacerla idónea a las bodas con el hecho, diría un poeta”. Con ello muestra no comprender ni el alcance profundamente innovador de la posición de Ascarelli, ni que tal posición era perfectamente adecuada al problema de “la distinción entre el matrimonio y la mera convivencia de hecho”. Como el mismo Ascarelli deja claro en “In tema di interpretazione ed applicazione della legge (lettera al prof. Carnelutti)”, en Rivista di diritto processuale, XIII, 1958, pp. 14 y ss.


				


				

					3	Véase Meroni, M., La teoria dell’interpretazione di Tullio Ascarelli, Giuffrè, Milán, 1989.


				


				

					4	Montesano, L., “Norma e formula legislativa nel giudizio costituzionale”, en Rivista di dirittoprocessuale, XIII, 1958, pp. 524-539, § 8: “la ley debe ser declarada ilegitima no solo cuando su significado normativo parezca inconstitucional para la Corte, sino también cuando el texto legislativo presente dificultades para llevar a cabo aplicaciones que se mantengan siempre conformes a la Carta Fundamental” (hay edición en castellano en este mismo volumen). La posición rigorista de Montesano nunca fue adoptada. No obstante, la Corte constitucional, ya desde el final de los años cincuenta, empezó a dictar sentencias interpretativas de accoglimento, en las cuales declaraba la ilegitimidad de determinadas interpretaciones de los textos de ley. Véanse por ejemplo las sentencias 45/1957, 26/1961, 30/1962, 74/1963 y 63/1966.


				


				

					5	Crisafulli, V., “Disposizione (e norma)”, en AAVV., Enciclopedia del diritto, vol. XIII, Giuffrè, Milán, 1964, pp. 196-209 (hay edición en castellano en este volumen).


				


				

					6	Tarello, G., “Il “problema” dell’interpretazione: una formulazione ambigua”, en Rivistainternazionale di filosofia del diritto, XLIII, 1966, pp. 349-357 (hay edición castellana en este volumen); Tarello, G., “Osservazioni sulla individuazione dei precetti. La semantica del neustico”, en Rivista trimestrale di diritto e procedura civile, XIX, 1965, § 2: “La interpretación se ejercita sobre enunciados y llega, cuando es posible, a proposiciones”, que son significados de enunciados; “En el caso de los preceptos jurídicos (el término que Tarello prefiere a ‘norma’), el precepto, más que un dato, constituye el resultado de una operación” de interpretación o “individualización del precepto”. Véase también Tarello, G., “Studi sulla teoria generale dei precetti. I. Introduzione al linguaggio precettivo”, en Annali della Facoltà di Giurisprudenza, VII, 1968, pp. 1-113 (hay traducción castellana de las pp. 97-100 en este volumen); Diritto, enunciati, usi. Studi di teoria e metateoria del diritto, Il Mulino, Bolonia, 1974; L’interpretazione della legge, Giuffrè, Milán, 1980.


				


				

					7	Guastini, R.,“Disposizione vs. norma”, en Giurisprudenza costituzionale, 34, 1989 (hay traducción castellana en este mismo volumen); Nuovi studi sull’interpretazione, Roma, Aracne, 2008, cap. I (hay traducción castellana de las pp. 13-29 en este volumen). Véase también, de este autor, Dalle fonti alle norme, 2da. Ed., Giappichelli, Turín, 1992, pp. 20 y ss.; L’interpretazione dei documenti normativi, Giuffrè, Milán, 2004, cap. VII; Le fonti del diritto. Fondamenti teorici, Giuffrè, Milán, 2010, cap. V.


				


				

					8	Para un ejemplo de teoría interpretation-dependent de las lagunas, véase Chiassoni, P.,Técnicas de interpretación jurídica, Marcial Pons, Madrid-Barcelona-Buenos Aires, 2012, cap. III.


				


			


		




		

			Jurisprudencia constitucional
y teoría de la interpretación*


			Tullio Ascarelli


			1. Algunas sentencias de la Corte constitucional italiana han declarado infundada la cuestión de legitimidad planteada a partir de determinadas normas. Sin embargo, la Corte misma promueve expresamente una determinada interpretación de tales normas e incluso auspicia una revisión del texto analizado para que sea más conforme, también formalmente, a la Norma Constitucional. Así, por ejemplo, la sentencia N.º 3 del 23 de junio de 1956 acerca de la constitucionalidad del art. 57.1 del Código Penal y del art. 3 de la Ley N.º 47 sobre la Prensa del 8 de febrero de 1948; y la N.º 8 del 2 de julio de 1956 acerca del art. 2 de la Ley de Seguridad Pública N.º 772 del 18 de junio de 1931. En sede de impugnación directa, sobre relaciones entre el Estado y las regiones, la sentencia N.º 13 del 4 de julio de 1956 y la N.º 20 del 16 de julio de 1956 rechazaban la demanda —presentada en el primer caso por la Región Trentino-Alto Adige y, en el segundo, por la Región autónoma de Cerdeña— precisamente sobre la base de una determinada interpretación de los textos, en contraste con otras interpretaciones igualmente propuestas.


			La doctrina ya examinó con agudeza1 las cuestiones planteadas por esta jurisprudencia con respecto a la posibilidad de una interpretación distinta de la norma objeto de una cuestión de constitucionalidad, después declarada infundada por parte de los jueces del proceso “principal” o de otro proceso. El planteamiento de esas cuestiones surge de forma natural cuando se admite la premisa, generalmente aceptada, que niega el carácter vinculante de las motivaciones seguidas por la Corte constitucional.


			Las observaciones que siguen no pretenden examinar estas cuestiones, ni por consiguiente tomar partido entre las distintas soluciones propuestas al respecto. Solo se trata de llamar la atención sobre un punto preliminar que se refiere básicamente: 1) a la perspectiva general del problema; 2) a la tarea de la Corte en la interpretación de los textos, cuya legitimidad constitucional ha sido sometida a su examen. Soy consciente de que, afirmando lo que sigue, haré gala de una heterodoxia quizá demasiado grave.


			2. Una primera afirmación concierne a un problema aún más general: objeto de la interpretación no es una “norma”, sino un texto (o un comportamiento). Es basándose en la interpretación del texto (o del comportamiento) y, por tanto, es basándose en un dato que puede considerarse “pasado” o “histórico” como se formula la “norma” (esta sí, “presente” e incluso proyectada hacia el “futuro”). Ésta, una vez expresada, vuelve necesariamente a ser “texto”.


			De forma estricta, la norma vive como “norma” solo en el momento en el cual recibe aplicación y, por eso, precisamente toda aplicación de una norma exige la interpretación de un texto (o de un comportamiento), esto es, en realidad la formulación (a fines de aplicación) de la norma.


			Esta actividad, que podría parecer de Sísifo, es la actividad misma de aplicación del Derecho. La necesaria formulación de la norma para su aplicación —y entonces su cristalización en texto— no constituyen, al fin y al cabo, sino la traducción de la conciliación necesaria entre pasado y futuro; entre formulación abstracta y aplicación concreta, a través de la cual pasado y futuro se ligan según un criterio de continuidad, dejando, sin embargo, la posibilidad de una evolución2.


			La usual referencia a la interpretación de la “ley” oculta tal vez este problema preliminar.


			3. No existen, por otra parte, textos rigurosamente unívocos. Solo existen textos que han recibido una aplicación concreta (como tal, necesariamente unívoca) y eventualmente textos cuyas múltiples aplicaciones son consideradas coherentes (y esto nos lleva a la interpretación de quien toma en consideración dichas aplicaciones) o bien textos que no han recibido aplicaciones o cuyas aplicaciones son consideradas incoherentes3.


			Por su parte, el comportamiento (y, por lo tanto, la regla observada) siempre es equívoco (cuando se toma en cuenta en función de la formulación de una norma para el futuro).


			Hay también interpretación —como se suele decir invirtiendo un viejo dicho— in claris4: también la más pedestre de las interpretaciones literales tiene que superar las inevitables equivocidades del texto para formular la norma aplicable al caso.


			4. Eliminar tal equivocidad presupone, por supuesto, una investigación “historiográfica” del texto, pero no se reduce a ésta; implica siempre “elecciones” que a su vez, en último término, descansan sobre “valoraciones” del intérprete.


			Es una elección la que preside el hacer una unidad ordenada de cualquier sistema; es una elección la que preside la propia identificación del caso abstracto al cual la norma sea aplicable5; es una elección la razón en virtud de la cual se determina la ratio del texto. En realidad, estas elecciones no pueden distinguirse en diversos momentos, sino que concurren en la formulación de la norma6.


			En esta formulación intervienen, casi como vectores, los principios generales7que se deducen de los textos y que, al mismo tiempo, son instrumentos para la interpretación de esos textos. Instrumentos para la formulación de las normas y que precisamente por medio de su traducción en normas aplicadas se “positivizan”, de modo que nuevos principios llegan a asumir la función instrumental en la interpretación8.


			La elección es un momento inevitable frente al contraste entre la constante equivocidad del texto y la necesidad de la solución del caso; necesidad que atribuye siempre al intérprete la tarea de solucionar el problema de la equivocidad del texto por medio de una elección que permita la formulación de una norma para la solución del caso.


			La norma viene siempre formulada a la vista de casos (reales o hipotéticos), cuya resolución encuentra así un elemento de continuidad con juicios previos: la formulación de la norma constituye el puente entre un pasado y un futuro. Vive precisamente en el momento de este pasaje y, por ello, dejada atrás la aplicación, se reduce a su vez a “pasado”, a elemento en función del cual se volverá, para una nueva aplicación, a formular la norma. Se reduce a “precedente”9.


			Por ello, la equivocidad del texto puede ser superada solo en el momento de la aplicación de la norma oportunamente formulada; norma que, a su vez, vuelve en seguida a ser “texto” para las aplicaciones posteriores10.


			La norma no está “encerrada” en el texto de tal forma que se pueda descubrir y la interpretación no es “el reflejo” de lo que está encerrado en el texto. El texto es, si queremos decirlo así, una semilla para una formulación —constantemente renovada y transitoria de la norma, efectuada por el intérprete para cada aplicación11.


			5. Cuando se debe apreciar la constitucionalidad de una ley, el juez constitucional se enfrenta siempre a un texto que debe interpretar y que es equívoco. En efecto, la univocidad puede ser solo de las aplicaciones concretizadas y no puede referirse al texto en función del cual se quiere establecer la norma objeto de apreciación.


			Cualquier texto puede dar lugar a interpretaciones divergentes, y por lo tanto a formulación de normas distintas. Una de éstas podrá ser inconstitucional, diversamente de otras.


			6. Las sentencias de la Corte constitucional que tomé como punto de partida no representan entonces una posibilidad excepcional, en contraste con una normalidad representada de la posibilidad de interpretar unívocamente el texto. Por el contrario, muestran, de manera macroscópica, el natural y constante contraste entre una (incorrecta) premisa de univocidad (del texto) y el constante momento de “elección”, presente en toda interpretación, precisamente a causa de la necesaria equivocidad de cualquier texto.


			Esta equivocidad no es más que la traducción de la equivocidad ínsita en la apreciación de un “pasado”, constituido por cualquier texto legal, en función de un “futuro”, esto es, en función de la formulación de la norma para su aplicación a un caso o de la identificación de la norma para su apreciación constitucional. Esa equivocidad, además de inevitable, es necesaria, porque gracias a ella se asegura la continua adecuación de un texto estático a una vida en permanente movimiento. Permite la aplicación de una formulación siempre necesariamente abstracta a los hechos concretos, peculiares y distintos entre sí; y el carácter abstracto, a su vez, no es sino la otra cara de la moneda de la equivocidad.


			Lo que precede explica por qué el problema suscitado por las sentencias que han inspirado mi reflexión tiene en realidad un alcance mucho más amplio de lo que en un primer momento estaríamos dispuestos a reconocerle; en efecto, la cuestión permite sacar a la luz toda la teoría de la interpretación.


			Tal problema ha sido planteado por la jurisprudencia de la Corte constitucional, en particular, con referencia a la interpretación ofrecida por la misma Corte de una cuestión de constitucionalidad planteada pero declarada después infundada12.


			El problema no se ha planteado, a su vez, en relación a la norma constitucional sobre la cual la Corte constitucional aprecia la constitucionalidad de una ley determinada, ni tampoco respecto a la ley ordinaria que el juez ordinario debe aplicar13.


			Resulta que bajo este perfil (aunque sea cierta la equivocidad del texto, y entonces la posibilidad de formular normas distintas para la aplicación, y antes más, la posibilidad de identificar distintos textos en función de los cuales formular la norma que aplicar —momentos estos que, finalmente, terminan por identificarse), la resolución absorbe y supera el momento, aunque lógicamente anterior, de la interpretación. La relevancia de posibles interpretaciones distintas se traduce desde luego en el sistema de los remedios eventualmente previstos, mas no atañe directamente al alcance de la decisión14.


			7. La particularidad de las sentencias que han inspirado mi reflexión se reduce a ésta: que en ellas se manifiesta esa referencia a la posible pluralidad de interpretaciones y a la elección relativa que, por el contrario, generalmente se oculta15; que en ellas se admite expresamente la posibilidad de interpretaciones distintas que, en cambio, otras sentencias de todas las magistraturas del mundo generalmente tienden a negar. Sin embargo, no creo alejarme mucho de la verdad cuando afirmo que el problema no halla su origen en el reconocimiento en la misma sentencia de una posible pluralidad de interpretaciones del texto examinado y de la elección efectuada, sino en la objetiva presencia de tal pluralidad y en el carácter inevitable, en cualquier interpretación, de una elección; y de una elección que nunca puede prescindir de una evaluación del intérprete, aunque ésta intervenga en una etapa alejada del razonamiento, y sea conforme a evaluaciones corrientes y generalmente aceptadas, de tal forma que la propia presencia de la elección puede quedar ocultada.


			8. Si estas premisas son exactas, entonces la solución de los problemas prácticos —que surgen por la reconocida falta de carácter vinculante de las interpretaciones adoptadas por la Corte constitucional para llegar a una u otra solución acerca de la constitucionalidad de la norma sometida a su examen— podrá hallarse en la atribución de un carácter especial a algunas de las sentencias de la Corte constitucional (por ejemplo, las que contienen una referencia expresa a la posible pluralidad de interpretaciones y a la elección efectuada). Sea cual fuera la solución, ésta vale en rigor para todas las sentencias de la Corte que juzgan sin fundamento la cuestión de constitucionalidad.


			9. La razón de la restricción a la cual he recurrido en la frase anterior no es la de plantear un diferente alcance de la interpretación proporcionada por la Corte del texto sometido a su examen secundum eventum litis. Tan solo se trata de poner de manifiesto que los problemas prácticos que han inspirado nuestro análisis se plantean sobre todo en la hipótesis de la sentencia que declara la cuestión de constitucionalidad sin fundamento. En efecto, en las hipótesis de una decisión de inconstitucionalidad parece de hecho superado el problema del alcance de la interpretación dada por la Corte constitucional al texto a fin de apreciar la constitucionalidad de la norma, porque de todas formas el texto deja —y esto, erga omnes— de tener vigencia. Por otro lado, hasta ahora nadie ha propuesto que, en función de una interpretación distinta de aquella en cuya virtud se ha pronunciado su inconstitucionalidad, el texto declarado inconstitucional pueda seguir siendo invocado.


			La norma distinta que se pudiera in abstracto desprender del texto declarado inconstitucional (y declarado inconstitucional en virtud de una interpretación opuesta a la que —aunque de forma abstracta— habría sido “argumentable”) se vuelve así imposible porque su existencia depende del texto que, en razón del pronunciamiento de inconstitucionalidad, deja de estar en vigor.


			He utilizado así la expresión “texto” y no “norma”, porque la sentencia de inconstitucionalidad se refiere precisamente al texto y no a la norma. Este pronunciamiento se armoniza, por ende, con una normativa especial cuya premisa me parece que se halla no solo en la eficacia erga omnes de la decisión, sino también en la referencia que ésta hace a un texto determinado16.


			Una solución paralela para las sentencias que en cambio declaran sin fundamento la cuestión de constitucionalidad —manteniendo así, firme la premisa según la cual el objeto de la decisión de la Corte no es la constitucionalidad de la norma, sino la constitucionalidad del texto— halla su justificación en una natural simetría.


			Tal solución generaría, por cierto, los inconvenientes ya apuntados, mas satisfaría, quizá mejor que otras, la exigencia de permitir a la Corte excluir la inconstitucionalidad respecto a otros textos cuya inconstitucionalidad hubiera sido precedentemente negada. También con respecto a una interpretación cuya constitucionalidad ha sido precedentemente excluida. A decir verdad, al intentar, con uno u otro tecnicismo, eliminar o atemperar los inconvenientes con los cuales hemos empezado a razonar, se obstaculizaría17 el desarrollo jurisprudencial de la Corte hacia el reconocimiento de la constitucionalidad de tal o cual interpretación del texto que sentencias precedentes, declarando sin fundamento la cuestión de constitucionalidad del texto, hubiesen, en cambio, excluido.


			Además, se abriría quizá la puerta a un peligro mucho más grave que el inconveniente denunciado, esto es, al peligro de ver una serie de decisiones implícitas de inconstitucionalidad en las sentencias que declaran sin fundamento la cuestión de constitucionalidad. Hasta se podría ceder a la tentación de interpretar como afirmaciones de constitucionalidad las sentencias que declaran la inconstitucionalidad (en referencia a interpretaciones del texto distintas de aquella en función de la cual el texto ha sido declarado inconstitucional).


			Refiriendo directamente la decisión de la Corte a la norma formulada sobre la base del texto, y no al texto, se abriría una incierta carrera respecto a las variadas interpretaciones de un texto que desaparecería solo en relación con una de las interpretaciones que del mismo se pueden ofrecer o permanecería, a su vez, solo en relación con otra posible interpretación.


			Esta es la razón por la cual me parece que la decisión de la Corte tiene como objeto directo el texto del cual viene declarada la inconstitucionalidad o infundada la cuestión de constitucionalidad18.


			10. En las discusiones que han inspirado mi reflexión he supuesto implícitamente —me parece— no solo que la Corte constitucional tenga que interpretar (ya que sobre este punto no versa duda) la Constitución, sino también que tenga que interpretar, haciendo uso de los criterios tradicionalmente admitidos en la interpretación de la ley, el texto legal cuya constitucionalidad es el objeto de su decisión.


			Son precisamente tales consideraciones las que pueden, sin embargo, llevar a plantear la cuestión de la exactitud de esta premisa. Porque, si la Corte se pronuncia sobre la inconstitucionalidad de un determinado texto, o si declara sin fundamento la cuestión de constitucionalidad de un determinado texto, entonces la Corte debe tomar como punto de partida aquel significado del texto que se desprende de la consideración de las concretas aplicaciones que de él se efectúan19.


			La norma cuya apreciación justificará la decisión de constitucionalidad del texto debe ser formulada habida cuenta de las aplicaciones del texto y, por lo tanto, debe ser coherente con dichas aplicaciones pasadas (vínculo que no se aplica en la interpretación de un texto en el contexto de la formulación de la norma que aplicar —y que no se aplica, por ende, en la interpretación del texto constitucional—), porque en dicho caso las aplicaciones precedentes pueden y deben ser tomadas en consideración; y sin embargo, pueden igualmente ser juzgadas erróneas con respecto a la norma formulada sobre la base del texto. Se trata del camino que históricamente se encuentra en la evolución de la jurisprudencia.


			Es decir, que la Corte interpreta la Constitución y a partir de tal interpretación aprecia las normas que estima poder formular sobre la base de los textos denunciados como inconstitucionales conforme a las aplicaciones pasadas de estos últimos, para pronunciar en seguida la inconstitucionalidad de dichos textos o, por lo contrario, declarar el carácter infundado de la cuestión de constitucionalidad.


			La referencia a la interpretación dominante que se puede leer en la sentencia N.º 3 de 1956 no constituye, por tanto, uno de los elementos entre los que es posible referirse para formular la norma de la cual se debe apreciar la constitucionalidad (tesis que podría atribuirse a la Corte si se tiene en cuenta su sentencia N.º 20 de 1956). Constituye más bien un elemento que debe guiarnos precisamente porque el texto se considera no tanto en función de la formulación de una norma que aplicar al caso, sino en el contexto de una decisión sobre su inconstitucionalidad.


			La diversidad de los criterios que debe guiar la formulación de la norma ordinaria en el contexto de la apreciación de su constitucionalidad o en el contexto de su aplicación es la consecuencia natural de la distinta finalidad de estas dos consideraciones; de la distinta posición que la norma ordinaria asume en el contexto de la decisión sobre la inconstitucionalidad del texto o cuando, por lo contrario, se hace referencia a ella para decidir un caso que tiene que ser juzgado conforme a la norma misma.


			En la primera hipótesis la norma se toma en cuenta como hecho histórico objeto de apreciación, de ahí que la equivocidad del texto encuentre, ante todo, el criterio de solución en las aplicaciones que él mismo recibió20; en la segunda hipótesis, la norma se toma en consideración como criterio para juzgar un caso concreto.


			


			

				
* Traducción: Alberto Puppo.



1 Cfr. Giannini, M. S. y Crisafulli, V., “Alcuni caratteri della giurisdizione di legittimità delle norme”, en Giurisprudenza costituzionale, 1956, pp. 902-928; Crisafulli, V., “Questioni in tema di interpretazione della Corte costituzionale nei rapporti con l’interpretazione giudiziaria”, en Giurisprudenza costituzionale, 1956, p. 928; y Cappelletti, M., “A proposito dell’interpretazione delle leggi nel processo costituzionale, nota alla sentenza Corte costituzionale 23/6/1956 N.º 3”, en Rivista di Diritto Processuale, 1957, pp. 88-109.


				


				

					2	El problema es idéntico en cualquier sistema (sea codificado o no) en el que se tome como punto de partida un texto legislativo, un precedente judicial o un comportamiento pasado.


				


				

					3	Por tal razón no contrapondría “norma unívoca” a “texto equívoco” en el sentido de Giannini (Ob. cit.), y no distinguiría varios tipos posibles de equivocidad de los textos basados en la distinción entre normas hipotéticas (textos equívocos por razones de lenguaje) y problemáticas (textos equívocos por su combinación con otros). Tampoco me dejaría llevar por la tendencia que hace depender la equivocidad de las circunstancias históricas o de las imperfecciones del lenguaje. La univocidad no es de la norma, sino solo de aquella precisa norma formulada por el intérprete en función de una específica aplicación (hoy se diría la “norma concretizada” por el caso específico). Aparte este momento, siempre e inevitablemente tendremos un texto equívoco y en función de eso el intérprete debe formular la norma que se aplicará. La equivocidad es inherente al texto y a cualquier texto normativo, precisamente porque se trata de abarcar a una formulación abstracta, precisamente porque el intérprete debe formular una norma actual en función de un dato del pasado.


				


				

					4	No hace falta recordar la justa insistencia de Betti sobre este punto. En el mismo sentido ya me pronuncié en mis ensayos incluidos en Lacune dell’ordinamento giuridico (1925) y en Idea di codice e interpretazione (1945), publicados juntos en el volumen Studi di diritto comparato e in tema d’interpretazione, Giuffrè, Milán, 1952.
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